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El concurrente informe jurídico detenta como enfoque de estudio la 

cuestión de competencia. Originada a raíz del planteamiento de la controversia 

en relación a la falta de adecuación de la infraestructura a las normas de 

accesibilidad para las personas con discapacidad. Con fecha 17 de octubre de 

2017 la DF interpuso la denuncia, contra TP S.A., alegando que la denunciada 

contaba con una ventanilla preferencial excedente a la altura máxima establecida 

por la Norma A.120, en consecuencia, se estaría vulnerando el deber de 

idoneidad, regulado en los artículos 18 y 19 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, Ley 29571, así como el artículo 41.2 inciso b) del mismo cuerpo 

legal. La denunciada, debidamente representada, se apersona a la instancia a 

fin de presentar sus descargos y solicita se declare improcedente la denuncia 

tramitada en su contra, en tanto que, INDECOPI no sería la entidad competente 

para dilucidar la controversia. 

La Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque, 

mediante Resolución Final N° 0055-2018/INDECOPI-LAM, de fecha 22 de enero 

de 2018, resolvió la improcedencia de la denuncia. Fundamentando que, el 

hecho cuestionado por la denunciante es de competencia del CONADIS, en tanto 

en ella reside la habilitación normativa para tomar conocimiento y emitir el 

correspondiente pronunciamiento sobre la falta de implementación de la 

infraestructura para personas con discapacidad en el establecimiento 

denunciado. Por lo cual, la denunciante interpone el Recurso de Apelación contra 

la resolución anteriormente mencionada, solicitando se declare nula la misma, 

argumentando que INDECOPI es la autoridad especializada y de competencia 

primaria en materia de protección al consumidor y que el Código debe 

interpretarse de la forma más favorable al consumidor. 

La Sala Especializada en Protección al Consumidor, mediante Resolución 

N° 2306-2018/SPC-INDECOPI, data del 05 de setiembre de 2018, confirma la 

sentencia de primaria instancia, modificando sus fundamentos y reiterando que 

la competencia de la materia, en el caso concreto, recae en Conadis. Asimismo, 

dispone la devolución de la tasa administrativa que pagó la denunciante y se 

oficie al Conadis a fin de ponerlo de conocimiento del hecho denunciado. 



 
 

ÍNDICE 
 

I. RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR LAS 

PARTESINTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO…………………1 

 
II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE………………………………..…………11 

 
III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS YLOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS……..16 

 
IV. CONCLUSIONES………………………………………………………...…20 

 
V. BIBLIOGRAFÍA…………………………………………………………..….21 

 
VI. ANEXOS………………………………………………………………….….22 



1 
 

I. RELACIÓN DE HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

DENUNCIA ADMINISTRATIVA 

HECHOS 

Con fecha 17 de octubre de 2017, la DF, precisamente representada por su 

presidente del Consejo Directivo de iniciales, JACS, interpuso una denuncia contra 

TP S.A. (en adelante, denunciado) ante la Comisión de Protección al Consumidor 

del Indecopi de Lambayeque (en adelante, la Comisión) por presuntas infracciones a 

la Ley N° 29571 Código de Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, el 

Código), señalando que: 

 
• La denunciante inició campaña de verificación a fin de corroborar si diversos 

establecimientos ejecutan correctamente la normativa que regula lo relativo a 

los derechos de accesibilidad para personas con discapacidad, lo mencionado 

en atención al incremento del sector de Seguridad Social Privada y numerosos 

reclamos de los consumidores. 

 

• La denunciada es una entidad comercial privada destinada a la oferta de 

productos nuevos de comercio especializado a partir de 2008, contando con 

una gestión de más de 2000 operarios y aproximadamente 30 prestadores de 

servicio a nivel nacional; hecho que pone de relieve la alta capacidad 

económica y financiera que le facilitaría la contratación de una administración y 

conducción competente y concordante para con el cumplimiento de sus fines 

bajo una dirección de buena fe en el actuar y desarrollo del mismo dentro del 

escenario de la oferta y la demanda. 

 
• Siendo así, el día 13 de octubre de 2017 a horas 11:30 a.m., encontrándose al 

interior de las instalaciones de la referida tienda por Departamento, se realizó 

la toma fotográfica de la ventanilla preferencial de TP S.A. (localizada en el 

ingreso a la mano derecha); mediante la cual se dejó constancia del 

incumplimiento de la Norma A.120 - Accesibilidad para personas con 

discapacidad y de las personas adultas mayores (en adelante, Norma A.120), 

que refiere respecto a la accesibilidad para personas con discapacidad y de las 

personas adultas mayores. 

 

• Como resultado de lo mencionado, se advirtió de la existencia de una ventanilla 

con altura de alrededor de 1.10 metros, suceso que incumple la normativa legal 

vigente e ignora la realidad de las personas con limitaciones físicas, verbigracia, 

personas minusválidas en silla de ruedas. 

 
• Solicitó se ejecute la respectiva visita Inspectiva sin previa notificación, a fin que 

se compruebe lo enunciado en líneas anteriores por la recurrente en relación al 

agravio ejecutado en el local comercial 
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MEDIOS PROBATORIOS 
 

La denunciante presentó como medios probatorios de su denuncia los 

siguientes documentos: 

 

• Documento que contiene la Carta N° 247-2016/DPC – INDECOPI del día 13 de 

diciembre de 2016, con el cual se pretendía demostrar la titularidad de la 

legitimidad para obrar respecto de la controversia con relevancia jurídica del 

presente caso. 

 
• Fotografía de la aludida ventanilla (caja preferencial) de la mencionada 

empresa, de la cual se expone los motivos de su denuncia. 

 
• Fotografía del ingreso de TP S.A. situada en un centro comercial de Chiclayo, 

locus donde se estaría perpetuando la infracción a la normativa. 

 
ADMISIÓN A TRÁMITE DE LA DENUNCIA 

 

Mediante Resolución nro. 01, data del 26 de octubre de 2017, la Secretaría 

Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor (en lo sucesivo, la Secretaría 

Técnica) resolvió admitir a trámite la denuncia interpuesta por la DF contra TP S.A. 

por la presunta comisión de infracciones al deber de idoneidad, tipificado en los 

artículos 18° y 19°, así como en el artículo 51.2 inciso b) del Código, en tanto la 

denunciada estaría detentando infraestructura inadecuada para el acceso y 

seguridad de las personas con discapacidad, lo que ocasionaría el innecesario y 

dificultoso sometimiento del consumidor para la correspondiente atención al cliente, 

en base a lo siguiente: 

• La denunciada mantendría una ventanilla preferencial con una altura que 

resultaría irrealizable para la habitual atención y acceso a la misma por parte 

de las personas discapacitadas y/o minusválidas. 

• Correspondería tener por calificar la controversia razón de denuncia, como 

presunta infracción tipificada en los artículos preliminarmente mencionados, en 

el párrafo anterior del Código. 

• Que, la denuncia satisface con el completo conjunto de formalidades 

establecidas en el cuerpo legal correspondiente a la materia. 

Además, en la misma resolución administrativa se tienen por ofrecidos los 

medios probatorios comparecidos por la parte denunciante y se solicita a la 

denunciada para que en un periodo determinado efectúe con lo ulterior: 

• Especifique la causa por la cual ostenta una ventanilla con características que 

no cumplirían con las estipulaciones legales vigentes y que, consecuente a ello, 

terminaría en perjudicar el normal desarrollo y acceso de las personas 

minusválidas y/o con alguna limitación física para la atención correspondiente, 

esperada y meritoria por y para el consumidor. 

• Precise, de ser el caso, si las partes involucradas habrían optado por resolver 

la presente disputa mediante algún mecanismo alternativo de solución de 
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controversias al procedimiento administrativo, pudiendo haber llegado a un 

acuerdo mediante la transacción, mediación, conciliación y/o alguna otra de la 

misma naturaleza y que resulte indudable para la comisión de tal fin. 

Para lo cual se cumple con las partes en el sentido de realizar las debidas 

notificaciones y traslados, así como de comunicar con la información pertinente y 

relativa al procedimiento y materia en cuestión, refiriendo correspondientemente tanto 

a las normas procesales como a las normas sustantivas o materiales. Adicional a lo 

anteriormente mencionado, se cumple con fijar la fecha para la realización de la 

Audiencia de Conciliación para el día martes 05 de diciembre de 2017 a horas 14:00 

sito en la Oficina Regional de Indecopi de Lambayeque. Al respecto, cabe mencionar 

que por decisión de las partes se suspendió la diligencia para el día miércoles 13 de 

diciembre de 2017. 

 
DESCARGOS 

 

Mediante escrito con sello de recepción de fecha 21 de noviembre de 2017, TP 

S.A. debidamente representada por el señor de iniciales LFRS, tiene a bien con 

apersonarse al procedimiento administrativo y solicita se le conceda una prórroga de 

quince días hábiles para poder realizar la formulación de sus respectivos descargos 

a la denuncia imputada en su contra y en adición para facilitar la información solicitada 

por el órgano administrativo. Atendiendo a ello es que con data del 24 de noviembre 

de 2017, la Secretaría Técnica emite la resolución nro. 03 mediante la cual dispone 

tener por apersonada al procedimiento a la denunciada y se le concede cinco días 

hábiles, computados desde la notificación de la referida resolución, a fin que presente 

el correspondiente escrito de descargos; asimismo, se tiene por señalado el domicilio 

procesal de la parte denunciada. 

Así lo sucedido, el 11 del mes de diciembre de 2017 la denunciada procede a 

presentar su escrito de descargo, atendiendo a la prórroga concedida, bajo los 

siguientes fundamentos: 

 
• Indecopi resulta no competente para tomar conocimiento de la materia en 

cuestión, a razón de lo cual correspondería que la denuncia sea declarada 

improcedente. Para lo cual trae a colación y anexa la Resolución nro. 3214- 

2017/SPC-INDECOPI, de fecha 13 de noviembre de 2017, emitida por la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor del Tribunal de Indecopi en el 

expediente signado con el nro. 75-2017/CPC-INDECOPI-LAM, de la cual se 

desprende que el citado organismo público carece de competencia para 

resolver denuncias de la presente materia. En consecuencia, solicita se declare 

IMPROCEDENTE la denuncia interpuesta en su contra por la DF. 

 

• Sobre el tema de fondo refiere que con lo preliminarmente expuesto no tendría 

lugar el reconocimiento de falta alguna, siendo que la entidad comercial no ha 

incumplido con la normativa aludida objeto de vulneración. 

 
• Asimismo, asevera que las partes no han logrado llegar a ningún tipo de 

conciliación, transacción, mediación o acuerdo alguno. 
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MEDIO PROBATORIO 

• Copia de la Resolución nro. 3214-2017/SPC-INDECOPI, de fecha 13 de 

noviembre de 2017, emitida por la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor del Tribunal de Indecopi en el expediente signado con el nro. 75- 

2017/CPC-INDECOPI-LAM. 

 
 

RESOLUCIÓN N° 55-2018/INDECOPI-LAM 
 

La Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque, con fecha 22 

de enero de 2018,resolvió declarar improcedente la denuncia interpuesta por la DF en 

contra de TP S.A., por la infracción a los artículos 18° 19° y 41.2° inciso b) del Código, 

en tanto que el hecho denunciado no resulta competencia de Indecopi sino del 

CONADIS, considerando que es en tal organismo en donde reside la atribución de 

la potestad jurídica para resolver la causa en cuestión de donde resultaría la emisión 

del pronunciamiento correspondiente respecto a ejecutar el correcto acervo físico y 

material para el desarrollo y funcionamiento acorde a su actividad productiva. 

 
A continuación, se exponen los motivos de la Comisión para emitir la 

Resolución Final N° 55-2018/INDECOPI-LAM, que dieron lugar a los sucesivos: 

 
• El Código señala en su artículo 105° que Indecopi es el ente encargado para 

tomar conocimiento de las posibles vulneraciones incurridas por los 

proveedores en agravio de los derechos de los consumidores contenidos en el 

cuerpo legal del mismo código; sin embargo, cabe mencionar que, dicha 

competencia será desatendida solo si la misma haya sido expresamente, por 

norma legal, atribuida a otra entidad. 

 

• Considerando lo anterior y respecto al caso en concreto, de la revisión de autos 

no se logró evidenciar una afectación concreta a un consumidor, sino que alude 

al incumplimiento de la normativa legal que establece la adecuada 

implementación de la infraestructura, para el fácil acceso de las personas con 

discapacidad. 

 

• Siendo lo precedente, se subraya la Ley General de la Persona con 

Discapacidad, aprobada mediante la Ley N° 29973, la misma que en su 

artículo 16° establece la potestad de las municipalidades para fomentar, 

inspeccionar y fiscalizar la correcta ejecución de las normas concernientes a 

la accesibilidad para las personas con discapacidad en la construcción del 

ambiente urbano-ciudadano; al mismo tiempo instaura que, es el CONADIS 

quien se encarga de ejercitar la competencia sancionadora frente a la 

inobservancia del mismo cuerpo legal, sea el caso de una entidad pública o en 

edificaciones privadas. 

 
• En ese sentido, la Comisión repara en que la autoridad competente para 

resolver la presente controversia (respecto a la inobservancia de la sistemática 
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legal que establece los lineamientos para una adecuada infraestructura que 

facilite el acceso a las personas con discapacidad) no resulta en Indecopi, a 

través de sus instancias, sino en CONADIS, ello en mérito a que expresamente 

se ha delegado tal competencia para dicha entidad, correspondiendo a la 

misma ejercer tal autoridad, entendiéndose a la de supervisión, fiscalización y 

sanción. 

 

• De ahí como resultado, la Comisión considera que, del análisis en conjunto de 

los hechos enunciados, los medios probatorios aportados por las partes y los 

fundamentos expuestos quien se encontraría facultado, respecto a la 

determinación de si se generaría o no la certeza respecto a la comisión de la 

afectación alegada porla parte denunciante, es CONADIS, entidad que ostenta 

la exclusiva competencia y se encontraría habilitado legal y jurídicamente para 

la resolución de la controversia en cuestión; con el fin de emitir la resolución 

correspondiente conforme a ley. 

 
Adicional a lo anteriormente mencionado, se resuelve el reintegro de la tasa 

administrativa por derecho de trámite abonada por la recurrente en el concurrente 

procedimiento administrativo. 

 
 

RECURSO DE APELACIÓN 
 

De autos obra el escrito de apelación, interpuesto por la DF con sello de 

recepción de fecha del 05 de febrero de 2018, contra la Resolución N° 0055- 

2018/INDECOPI-LAM, en el cual se reiteran las premisas presentadas en su escrito 

de descargos y solicitan se declare la nulidad de la apelada para lo cual manifiestan 

los subsecuentes fundamentos: 

 

• Que, la Constitución Política del Perú consagra en su artículo 65° la protección 

a los derechos de los consumidores y usuarios, así como la obligatoriedad del 

Estado en cuanto a prevención y fiscalización para el cumplimiento de los 

referidos. 

 

• Que, conforme al Código es el Indecopi la autoridad especializada con 

competencia primaria, por lo que tendría la obligación de pronunciarse respecto 

a la controversia que se pretende dilucidar. 

 

• Que, respecto al Código y la finalidad del mismo, este deberá interpretarse a la 

forma más beneficiosa al consumidor. 

 
• Que, respecto de la competencia de Indecopi esta solo podrá ser negada 

cuando, por otra norma expresa con rango legal, haya sido determinada y 

encomendada a favor de otro organismo u entidad. 

 

• Que, en el presente asunto no se analiza infracción alguna contenida en el 

cuerpo legal signado con el N° 29973, bajo la denominación de Ley general de 
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la persona con discapacidad, así como tampoco se discute la competencia de 

CONADIS. 

 
 

RESOLUCIÓN N° 2306-2018/SPC-INDECOPI 
 

Con Resolución N° 2306-2018/SPC-INDECOPI, data de fecha 05 de setiembre 

de 2018, la Sala Especializada en Protección al Consumidor resolvió confirmar la 

Resolución N° 55-2018/INDECOPI-LAM, emitida el 22 de enero de 2018, por la 

Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque que declaró improcedente 

la denuncia interpuesta por la DF contra TP S.A., por la presunta infracción a los 

artículos 18° 19° y 41.2° inciso b) del Código, en tanto ha quedado acreditado que la 

competencia, para tomar conocimiento y resolver en cuanto a las conductas relativas 

al incumplimiento normativo de los lineamientos establecidos para la ejecución de la 

adecuada infraestructura del establecimiento comercial para la correcta atención y 

acceso de las personas que cuenten con alguna discapacidad, no recae en Indecopi 

sino en CONADIS. 

 
La Sala Especializada en Protección al Consumidor emite la aludida resolución, 

en base a los sucesivos argumentos: 

 
• Primero, en cuanto a la falta de adecuación de la infraestructura a fin de 

garantizar el acceso y protección de las personas con discapacidad, expuso los 

siguientes argumentos: 

 
• Que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 70.1° de la Ley N° 

27444, Ley de Procedimiento Administrativo General, cada entidad 

pública reside su competencia en diversas fuentes como la 

Constitución Política y el marco legal; de igual forma, ésta se 

encuentra reglamentada por el ordenamiento jurídico de naturaleza 

administrativa que, de las primeras mencionadas, proviene. Situación 

que debe ser entendida acorde al Principio de Legalidad, principio del 

procedimiento administrativo amparado en el artículo IV del Título 

Preliminar de la misma ley, el cual se atiende en aras de imponer los 

límites al ejercicio y extensión de la competencia administrativa. 

 
• Que, el Decreto Legislativo 1033, Ley de Organización y Funciones 

del Indecopi, prescribe en su artículo 2° literal d) la misión de proteger 

los derechos de los consumidores, vigilar que sea correcta la 

información que circula en el mercado y asegurar la idoneidad en los 

bienes y servicios basándose en la información ofrecida, así como 

impidiendo los actos discriminatorios dentro de las relaciones de 

consumo. Del mismo cuerpo legal, se considera su artículo 30° que 

asienta la competencia exclusiva y primaria del Indecopi para con los 

supuestos inicialmente mencionados, con la excepción de haberse 

dispuesto lo contrario de manera legal y expresa. 

 
• Que, el Código de Protección y Defensa del Consumidor, aprobado 
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mediante Ley N° 29571, prescribe en su artículo 105° la autoridad de 

Indecopi para actuar su competencia primaria, con alcance nacional, 

con el objetivo de hacerse de conocimiento respecto a la comisión, por 

parte de los proveedores, de infracciones que terminen por vulnerar 

los lineamientos regulados en el referido marco normativo; con la 

finalidad de ejercer su función sancionadora ante la inobservancia del 

compendio normativo que refugia protección para los derechos de los 

consumidores; tal competencia solo resultaría rescindida en el 

supuesto que expresamente, por otra norma con rango legal, haya 

sido atribuida a favor de otra entidad u organismo. 

 
• Que, es la Constitución la que en su artículo 65° establece la 

protección a los derechos correspondientes a consumidores que, si 

bien es el código el que otorga tal competencia a Indecopi mediante el 

ejercicio de su potestad sancionadora ante las diversas vulneraciones 

que se puedan presentar en la relación de consumo, a su vez prescribe 

la posibilidad que la misma le sea negada por ley en caso de existir 

otra entidad estatal a la cual le haya sido encomendada en encargo de 

cumplir con dicha finalidad en un determinado sector del mercado. 

Además, es el mismo código el que establece en su artículo 133° que 

el sistema de protección de los derechos del consumidor no se 

restringe con exclusividad a Indecopi. 

 
• Es así, que los compendios legales precedentemente mencionados 

confirman la posibilidad de encauzar por distintos medios y órganos 

estatales (entiéndase a los Organismos Reguladores, Ministerios, etc.) 

la supervisión, control, fiscalización y sanción respecto de concretos 

parámetros establecidos para la protección de bienes jurídicos con 

mayor relevancia en la sociedad, con la finalidad de certificar la 

entrada y permanencia de tales en el mercado. Este es el caso de la 

regulación sectorial, que en mérito a la finalidad para la cual fue 

establecida, se exigen la obtención de títulos habilitantes para el 

acceso al mercado de bienes con relevancia social, así como ciertos 

controles previos a la comercialización de los mismos y requisitos para 

el desarrollo de un negocio; todo ello con el fin de garantizar el 

cumplimiento de la normativa prevista para la protección de los 

derechos de los consumidores. Es en atención a tal tipo de regulación 

que Indecopi, reconociendo los controles preventivos sectoriales y la 

competencia asignada para tal fin a los distintos organismos del 

Estado, desarrolla una participación restringida que no significa la 

desprotección del consumidor sino el respeto y cumplimiento de lo 

normado por ley en materia del sistema integrado de protección al 

consumidor. 

 
• De donde resulta la protección indirecta y directa de la defensa del 

consumidor, con un marco regulatorio implícito que establece su 

protección mediata y de otro lado, medios de protección directa que 

entran a operar ante una vulneración concreta y efectiva a la esfera de 
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interés del consumidor, siempre que el mecanismo preventivo sectorial 

haya resultado insuficiente, correspondientemente. 

 
• De manera que Indecopi, como autoridad de consumo, puede ejercer 

su potestad sancionadora tanto en el ámbito ex ante, previo a la 

comisión del daño, y ex post, posterior al daño ya causado. De la 

primera, considerando lo anteriormente expuesto en el sentido que no 

solo Indecopi atiende a la protección de los consumidores sino también 

otras entidades u organismos estatales expresamente designados 

para tal fin, resulta pertinente señalar que, cabe la posibilidad de la 

existencia de una autoridad sectorial competente para sancionar el 

asunto que se hizo conocimiento de Indecopi, en dicha situación 

(concurrencia de competencias en el ámbito preventivo), lo que 

correspondería, previa injerencia de la autoridad administrativa, sería 

la verificación si la protección del consumidor ya se logra a través de 

la regulación sectorial, en aras de no vulnerar el Principio Non Bis In 

Ídem. 

 

• En relación con la competencia del Indecopi para pronunciarse respecto a la 

falta de adecuación de infraestructura en los establecimientos comerciales 

(regulada mediante Ley 29973) la Sala fundamentó lo siguiente: 

 
• El presente caso versa en torno a la denuncia interpuesta por la DF en 

contra de TP S.A. argumentando la falta de adecuación en su 

infraestructura comercial, siendo el hecho que una de sus ventanillas 

preferencial de atención, no cumplía con la dimensión de 80 

centímetros, exigida por disposición legal. 

 
• La Comisión resolvió de improcedente a la controversia en materia 

considerando a Conadis como la institución con competencia 

exclusiva a fin de tomar conocimiento y resolver la presente, siendo la 

misma la que le corresponde emitir el debido pronunciamiento atinente 

a la adecuación de la infraestructura del establecimiento comercial 

para el acceso para personas con discapacidad. 

 
• Precisamente, la Ley General de la persona con discapacidad, Ley N° 

29973, establece en su artículo 16.2 que es el Conadis a quien le 

corresponde ejercer la debida potestad de sanción, en el caso se 

presente cualquier tipo de incumplimiento respecto a la normativa para 

la accesibilidad de las personas discapacitadas, siempre que el 

infractor sea una entidad de naturaleza pública. Al mismo tiempo, este 

cuerpo legal en su artículo 16.4 regula la materia respecto a las 

entidades privadas, siendo que en el mismo supuesto de 

incumplimiento bajo entidades de dicha naturaleza, es Conadis a quien 

le correspondería ejercer su función fiscalizadora de las normas 

establecidas competentes a la mencionada y con ello, informar de 

manera oportuna a la Municipalidad que resulte idónea en jurisdicción 

para que actúe de acuerdo a sus competencias. 
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• Siendo así, es la municipalidad la única competente para sancionar al 

infractor, de naturaleza privada, que vulnere la normativa - 

debidamente tipificada- en materia de acceso y adecuación 

arquitectónica y urbanística para las personas con discapacidad; por 

lo que se refiere a la actuación de Conadis, este deberá ejercer el rol 

de órgano de apoyo para que la municipalidad cumpla con sancionar 

la infracción cometida, de lo contrario, y solo cuando ésta no 

contemple dicho supuesto como infracción dentro de su normativa 

municipal para que así actúe conforme a sus atribuciones 

sancionadoras, corresponderá a Conadis activar la función de sanción 

recaída en él para la resolución de la controversia planteada. 

 
• En la presente materia, habiéndose advertido que se trata de un 

establecimiento comercial localizado en la ciudad de Chiclayo, 

corresponde revisar el Cuadro Único de Infracciones y Sanciones 

(CUIS) de la Municipalidad, del cual no se verifica la existencia de 

norma alguna que cumpla con tipificar al supuesto en materia (falta de 

adecuación en la infraestructura para personas con discapacidad) 

como infracción administrativa. De ahí que, quien resultaría 

competente para tomar conocimiento y resolver el presente caso, 

emitiendo el debido pronunciamiento, es Conadis. 

 
• Ahora, tomando en consideración que la presente no denuncia una 

comisión producida al consumidor, sino que con la misma se pretende 

ejercer el control preventivo a fin de evitar potenciales lesiones a los 

derechos del consumidor, esto es, que el consumidor se vea impedido 

de acceder a la correspondiente atención por ventanilla preferencial 

del establecimiento comercial de TP S.A; lo mencionado confirma la 

competencia de Conadis para resolver la presente controversia. 

 

• Por otro lado, se debe agregar que si bien la Sala resolvió con el mismo sentido 

(improcedente) la denuncia, esta decisión no fue armónica con los fundamentos 

expuestos por la Comisión en la apelada, en tanto que dicha instancia no ha 

efectuado el análisis de la posible competencia de la Municipalidad: 

 
• Atendiendo a la conducta a dilucidar, la falta de adecuación de la 

infraestructura del establecimiento en favor de las personas con 

discapacidad, en un ámbito preventivo, lo que correspondía a la 

instancia era efectuar un análisis de su competencia en mérito del 

Principio de Legalidad, antes de la invocación de la Ley 29973. 

 
• Por otra parte, en cuanto al cuestionamiento de la Asociación respecto 

a la conclusión de la Comisión sobre la falta de competencia de 

Indecopi; resulta pertinente mencionar que la Sala no desconoce la 

competencia de la Comisión para juzgar respecto de casos de 

vulneración efectiva de lesiones a los derechos de los consumidores, 

que resulten de la inobservancia de las normas cuya finalidad es la 
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correcta implementación de la infraestructura para personas con 

discapacidad en los establecimientos comerciales, supuesto recogido 

en el artículo 41° del Código, dado que en tales casos lo que 

sancionaría Indecopi sería el resultado lesivo producido en agravio de 

los consumidores como consecuencia de tal incumplimiento y no la 

inobservancia, propiamente dicha de tales disposiciones. 

 
• Ahora bien, respecto al cuestionamiento de la recurrente en cuanto a 

que, la competencia de Indecopi solo podrá ser negada cuando tal 

haya sido asignada a favor de otro organismo por norma expresa con 

rango de ley; debe considerarse el artículo 105° del Código que 

reconoce la competencia primaria del Indecopi, para tomar 

conocimiento de las presuntas infracciones al Código que se puedan 

cometer, pero a la vez, establece que mediante una norma expresa 

con rango de ley, se puede asignar tal competencia a otra entidad; 

por lo cual, no era necesario que la Ley General de la Persona con 

Discapacidad determine expresamente el vacío competencial para 

Indecopi. 

 
• Por otro lado, en relación al Principio de Jerarquía de Normas aducido 

por la apelante, se evidencia que éste no ha sido vulnerado en el 

análisis ejecutado por la Comisión, para determinar si la entidad 

competente para el caso en cuestión resultaría en la Municipalidad o 

el Conadis; en tanto que, la instancia ha cumplido con observar dos 

normas que ostentan la misma jerarquía, rango de ley. Siendo: i) El 

Código (Ley 29571) ii) Ley General de la Persona con Discapacidad 

(Ley 29973) 

 
• Asimismo, se hace hincapié, en que tal decisión no afecta o vulnera al 

consumidor, ello en atención a que la misma no equivale a su 

desprotección sino, a esclarecer respecto en qué entidad resulta la 

competencia para solucionar la controversia, en mérito al Principio de 

Legalidad; es así que, no se ha ejercido una interpretación negativa 

para el consumidor. 

 
• En último lugar, si bien la Sala resolvió que Indecopi detentaba con la 

competencia para pronunciarse en relación a los derechos de los 

usuarios con discapacidad en las Resoluciones 222-2011/SC2- 

INDECOPI, 1498-2012/SC2-INDECOPI, 1882-2014/SPC-INDECOPI 

y 896-2016/SPC-INDECOPI; esto es, porque las mencionadas 

versaban respecto a denuncias interpuestas por consumidores 

individualizados y determinados que habrían sufrido afectaciones y 

lesiones concretas relacionadas con la venta de viviendas que 

incumplían con la adecuada infraestructura a las normas para la 

accesibilidad de las personas con discapacidad, por lo que no se 

trataría de una defensa en el ámbito preventivo, en tanto que la lesión 

habría sido consumada. No correspondiendo el supuesto jurídico 

denunciado en el caso materia del presente informe. 
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II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DEL PRINCIPAL PROBLEMA JURÍDICO 

DEL EXPEDIENTE 

 
El principal problema jurídico del presente procedimiento administrativo 

abordado en el expediente administrativo signado con el N° 0280-2017/CPC- 

INDECOPI-LAM, es el determinar qué entidad (INDECOPI o CONADIS) resulta ser 

la competente para resolver la materia en cuestión, versada sobre la idoneidad en el 

servicio, en el sentido de la presunta vulneración del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, sobre las conductas de falta de adecuación en la infraestructura del 

establecimiento comercial para el acceso de las personas con discapacidad. 

 
El objetivo principal de este apartado consiste en exponer y detallar la 

controversia jurídica planteada en el presente expediente; sin embargo, para abordar 

ese punto, preliminarmente resulta necesario plantear algunos conceptos básicos 

que permitirán afrontar mejor el desarrollo de éste. 

 
En primer lugar, se debe concretar la noción de consumidor y proveedor. En 

cuanto al primero, su definición se encuentra tipificada en el artículo IV inciso 1 del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, estableciendo tres supuestos: 

 
1. Persona natural o jurídica: que como destinatario final adquiere, utiliza o disfruta 

servicios o productos inmateriales o materiales. Haciendo precisión en que el 

ámbito de beneficio de éstos debe ser propio o de su grupo familiar o social; es 

decir, el ámbito empresarial o profesional debe ser ajeno al consumidor, siendo 

que, si disfruta, adquiere o utiliza el servicio o producto con la finalidad de su 

actividad en calidad de proveedor, no será considerado consumidor. 

2. Microempresarios: solo en el caso de evidenciarse una circunstancia de 

información asimétrica con el proveedor en relación a los productos o servicios 

siempre que estos no sean parte del giro concerniente a su negocio. 

3. En caso de duda: en este supuesto se establece que al no tener la certeza sobre 

cuál es el destino final del servicio o producto será considerado como consumidor 

a quien lo disfrute, adquiere o utilice. 

 
Ahora, en cuanto a la doctrina debe destacarse al autor Jiménez Vivas (2012) 

que alude a lo siguiente: 

 
“(…) El consumidor, es el fin de toda actividad económica; es decir, es quien 

cierra el círculo económico, satisfaciendo sus necesidades y acrecentando 

su bienestar a través de la utilización de una gama de productos y servicios. 

Se trata de una persona natural o jurídica que adquiere, utiliza o disfruta 

determinados productos(como consumidor) o servicios (como usuario) que 

previamente han sido ofrecidosal mercado” 

 
De lo anteriormente mencionado, se logra desprender la concepción de 

consumidor como excluyente de la actividad empresarial e incluyente de una 

naturaleza socioeconómica como destinatario final de servicios y bienes; en el 

presente caso, al no haberse sucedido una lesión consumada directa al consumidor 
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no podría identificarse como tal a un individuo determinado, considerando que la 

actuación ha sido preventiva. A mayor abundamiento, el derecho de consumidor es 

un derecho constitucional asentado en el artículo 65° de la Constitución Política del 

Perú, donde se refieren a los derechos a la información, protección de la salud y 

seguridad de los consumidores; sin embargo, estos no son exclusivos de tener en 

cuenta ya que el Tribunal Constitucional considera, como lo ha hecho constar 

mediante sentencia del 11 de noviembre de 2003 correspondiente al expediente N° 

0008-2003, que dentro de esta fórmula genérica, se encuentran derechos adicionales 

protegidos constitucionalmente en relación a los consumidores, esta enumeración 

abierta significa que pueden incorporarse otros derechos innominados no contenidos 

expresamente en el texto constitucional, siempre que se cumplan con los requisitos 

allí establecidos. Así, la protección constitucional responde al marco de la libertad de 

comercio y su importancia dentro de la economía como el destinario final de los 

servicios o bienes que se contratan y/o adquieren dentro del mercado. 

 
Por otro lado, en cuanto a la definición de proveedor, esta se encuentra 

establecida en el artículo IV inciso 2 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor en donde se enuncia a manera no limitativa a quiénes se puede 

considerar proveedores: 

 
1. Comerciantes o distribuidores: entendiéndose a las personas jurídicas o naturales 

que proveen o venden al por menor o mayor, productos o servicios con destino 

final al consumidor, incluyendo al supuesto en que la actividad no se desplegue 

en establecimientos abiertos al público. 

2. Fabricantes o Productores: entendiéndose a las personas jurídicas o naturales 

que produzcan, extraigan, industrialicen o transformen bienes intermedios o 

finales para el abasto a consumidores. 

3. Importadores: entendiéndose a las personas naturales o jurídicas que importen 

productos para la venta o provisión en otra forma dentro del territorio nacional 

4. Prestadores: entendiéndose a las personas jurídicas o naturales que presten 

servicios a los consumidores. 

 
En el presente caso, se tiene como proveedor a TP S.A., cuya actividad 

comercial es el tipo de venta al por menor; ello en mérito a la iniciativa privada libre 

que se ejerce en nuestra economía social de mercado, contenida en el artículo 58 de 

la Constitución Política del Perú. Simultáneamente, los doctrinarios Weingarten y 

Ghersi (2009) señalan lo siguiente: 

 
“(…) Se reputa proveedor a toda persona física o jurídica, pública o 

privada, que,en forma profesional, aun ocasionalmente, se ocupa de la 

producción, montaje, creación, construcción, importación, exportación, 

distribución o comercialización de bienes y/o servicios, quedando 

excluidos esta noción a quienes lo presten en relación de dependencia” 

 
Todas estas observaciones se relacionan también con el Instituto Nacional de 

Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual 

(INDECOPI) creado mediante Decreto Ley N° 25868, del 06 de noviembre de 1992, 

es el organismo adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros, con personería 
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jurídica de derecho público y que goza de autonomía económica, técnica, 

administrativa y presupuestal. Asimismo, fomenta una cultura de honesta 

competencia y resguarda cualquier forma de propiedad intelectual. Dentro de su 

organización funcional se tiene a las Comisiones de Defensa de la Competencia 

dentro de las cuales encontramos a la Comisión de Protección al Consumidor, 

autoridad competente para la resolución, en segunda instancia, de la apelación 

interpuesta a la resolución emitida por el Órgano Resolutivo de Procedimientos 

Sumarísimos, y para tomar conocimiento, en primera instancia, de los procedimientos 

administrativos a causa de presuntas infracciones al Código y concretas afectaciones 

a los derechos de los consumidores, entendiéndose a la publicidad de índole 

comercial y a la normativa que rechaza la falta de idoneidad de los servicios y bienes, 

la vulneración al derecho de información y cualquier acto de con características 

discriminatorias en el escenario de la relación de consumo. 

 
Al respecto, se debe precisar el artículo 18° del Código, que define a la 

idoneidad como la relación establecida entre lo que el consumidor realmente desea 

recibir y lo que efectivamente recibe; y lo que el proveedor, ha ofertado a través de 

diferentes canales, dando a conocer información del producto o servicio ofrecido y 

otros factores, considerando la pertinencia del caso determinado. 

La idoneidad es estimada tomando en cuenta el producto o servicio ofrecido por el 

proveedor y las condiciones y requisitos que reúna para satisfacer las necesidades 

para la cual ha sido puesto en el mercado. Otro rasgo de lo mencionado reside en el 

artículo 3° del mismo cuerpo legal que establece la prohibición al proveedor de 

brindar al consumidor cualquier tipo de información falsa que lo induzca al error, 

respecto a, entre tantas, la idoneidad del producto o servicio. 

 
Ahora bien, mediante Resolución nro. 01 del 26 de octubre de 2017, la 

Secretaría Técnica admitió a trámite la denuncia interpuesta por la DF contra TP S.A. 

por la presunta comisión de infracciones al deber de idoneidad, tipificado en los 

artículos 18° y 19°, así como del artículo 51.2 inciso b) del Código al no contar la 

denunciada con la infraestructura adecuada para la seguridad y acceso de las 

personas con discapacidad. 

 
Corrido traslado de la denuncia formulada, con fecha 11 de diciembre de 2017 

la denunciada procede a presentar su descargo, manifestando por la improcedencia 

de la denuncia puesto que Indecopi resulta no competente para tomar conocimiento 

de la materia en cuestión, pues, el citado organismo público carece de competencia 

para resolver denuncias de la presente materia, no habiendo razón para referirse 

sobre el tema de fondo. Siendo el caso, que mediante Resolución N° 55- 

2018/INDECOPI-LAM, la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de 

Lambayeque, con fecha 22 de enero de 2018, resolvió declarar improcedente la 

denuncia interpuesta por la DF en contra de TP S.A., por la infracción a los artículos 

18° 19° y 41.2° inciso b) del Código, en tanto que el hecho denunciado no resulta 

competencia de Indecopi sino del CONADIS. 

 
En mérito al análisis del problema jurídico del presente expediente, resulta 

pertinente pasar a definir algunos conceptos que resultan relevantes y que se 

desprenden de la resolución anteriormente mencionada. 



14 
 

La competencia resulta ser la reunión de facultades que un órgano 

legítimamente puede ejercitar, por razón de materia, grado, territorio y tiempo. En 

palabras de Gordillo (2017) la competencia da la medida de las actividades que de 

acuerdo al ordenamiento jurídico corresponden a cada órgano administrativo; es 

decir, designa al conjunto de actividades que el órgano puede legítimamente realizar, 

diferenciándola del ejercicio de la función como género y al ejercicio de la 

competencia como especie; además, indica que para que el acto sea válido resulta 

necesario que en adición a ser realizado dentro de la función que corresponde al 

órgano, lo sea dentro de su competencia. Concordante a lo mencionado resulta que 

la observancia de la competencia, es determinante para la nulidad o validez del acto 

administrativo, tal y conforme se ha establecido en el artículo 3 de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General, Ley 27444. 

 
Con Resolución N° 2306-2018/SPC-INDECOPI, con fecha 05 de setiembre del 

año 2018, la Sala Especializada en Protección al Consumidor resolvió confirmar la 

Resolución N° 55-2018/INDECOPI-LAM, emitida el 22 de enero de 2018, por la 

Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque que declaró improcedente 

la denuncia interpuesta por la DF en contra de TP S.A., por la presunta infracción a 

los artículos 18° 19° y 41.2° inciso b) del Código, en tanto quedó acreditado que la 

competencia, para tomar conocimiento y resolver en cuanto a las conductas relativas 

al incumplimiento normativo de los lineamientos establecidos para la ejecución de la 

adecuada infraestructura del establecimiento comercial para la atención y acceso a 

las personas con discapacidad, no recae en Indecopi sino en CONADIS. 

 
Mediante Ley N° 27050, del 6 de enero de 1999, se creó el CONADIS como un 

organismo público descentralizado del Ministerio de Promoción de la Mujer y del 

Desarrollo Humano, con especialidad en la materia relacionada a la discapacidad y 

cuenta con autonomía técnica, administrativa, de administración, económica y 

financiera. Ahora, si bien mediante Ley N° 29973, vigente desde el año 2012, se 

deroga la Ley N° 27050, no obstante, resulta conveniente resaltar que mediante Ley 

29146 ley se dispone mantener en vigencia los artículos 5 al 10 de la Ley N° 27050, 

esto es, el título correspondiente a la creación y estructura del CONADIS. A su vez, 

la Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley Nº 29973, establece en el 

artículo 16° la competencia correspondiente a Conadis para ejercer potestad de 

sanción frente a un incumplimiento a la normativa relacionada a la accesibilidad de 

las personas con discapacidad en las edificaciones y ambiente urbano. 

 
Al respecto, Gordillo (2017) manifiesta que la competencia de los organismos 

administrativos deber encontrarse expresa, a saber, debe resultar de una normal que 

la atribuye, así solo puede surgir de la ley en sentido estricto, así como de origen 

reglamentario. De ahí que exista la posibilidad que un órgano administrativo 

reivindique para sí el ejercicio de atribuciones en una misma esfera de competencias, 

en el supuesto que la misma se haya otorgado exclusivamente a otro órgano 

determinado. 

 
Por lo expuesto, se puede concluir en el presente caso, que en efecto el 

INDECOPI no es el órgano competente para resolver la controversia planteada y 
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sancionar la posible infracción, pues se trata de una competencia expresamente 

delegada, mediante Ley 29973 (de conformidad con el artículo 105° del Código), a 

CONADIS; considerando además el carácter preventivo de la petición, es decir, por 

el hecho denunciado no se ha producido un resultado lesivo en estricto, por el 

contrario la denuncia tiene el fin de evitar daños a futuro en relación al pleno ejercicio 

del derecho a la accesibilidad de las personas con discapacidad. Es así que, en el 

presente supuesto CONADIS cumple un rol fiscalizador de las normas establecidas, 

debiendo informar a la Municipalidad, la comisión de la presunta falta denunciada, 

considerando que es este organismo en donde reside la atribución de la potestad 

sancionadora para resolver la causa en cuestión al tratarse de una empresa privada 

ubicada en su jurisdicción, conforme a la legislación preliminarmente mencionada. 

(pp. 127); sin embargo, del Cuadro Único de Infracciones y Sanciones de la 

Municipalidad no se advierte que se contemple el supuesto de infracción 

administrativa consistente en no haber adecuado la edificación o establecimiento a la 

Ley General de la Persona con Discapacidad, y es atendiendo a ello, por cuanto la 

competencia para la resolución de la controversia correspondería a CONADIS. 
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 
SOBRE LA RESOLUCIÓN N° 55-2018/INDECOPI-LAM 

 
 

En el expediente N° 280-2017, la Comisión de la Oficina Regional del INDECOPI 

de Lambayeque, emitió la Resolución Final N° 0055-2018/INDECOPI-LAM, con fecha 

22 de enero de 2018, mediante la cual resuelve declarar IMPROCEDENTE la denuncia 

presentada por la DF, debidamente representada por el señor de inicial JACS, en 

contra de TP S.A., por la presunta infracción al Código de Protección y Defensa del 

Consumidor. Ello por cuanto, el hecho denunciado es de competencia de CONADIS, 

entidad habilitada normativamente para tomar conocimiento sobre la falta de 

implementación de infraestructura para personas con discapacidad en el 

establecimiento denunciado. 

 
La denuncia contra TP S.A. versó respecto de la presunta infracción a los 

artículos 18, 19 y 41.2 inciso b) del Código, al contar con una ventanilla preferencial 

de 1.10 metros de altura, incumpliendo así lo prescrito por la Norma A.120, cuando lo 

correspondiente sería una altura máxima de 80 centímetros, lo que evidenciaría la 

inexistencia de la idoneidad en el servicio brindado al consumidor. Sin embargo, de la 

observación del presente expediente se puede advertir que, el principal problema 

jurídico se tornó a la determinación de competencia en relación a quién sería la entidad 

competente para tomar conocimiento y resolver la presente controversia. 

 
Ante ello, la Comisión trae a colación el artículo 16 de la Ley N° 29973 (véase 

numeral 23) y subraya que responde a la Municipalidad ejercer la potestad 

sancionadora respecto a entidades privadas, indicando que, el Conadis solo es el 

órgano fiscalizador debiendo informar a la municipalidad para que ésta sancione, 

siempre que se ejerza dentro de su jurisdicción. Así, se da por sentado que es la 

municipalidad de la jurisdicción la que debería ser quien sancione la inobservancia de 

la normativa para el acceso a las personas con discapacidad en los supuestos 

relacionados a entidades privadas, previa fiscalización, cuya función ha sido 

encomendada expresamente a CONADIS. Sin embargo, del numeral 28, se advierte 

que es la misma Comisión quien expresa que los hechos denunciados son de 

competencia exclusiva del CONADIS y reside en ella, por mérito normativo, la facultad 

para emitir el debido pronunciamiento (del cual se comprendería la sanción 

correspondiente por la supuesta infracción) por lo que la denuncia debe ser declarada 

Improcedente. 

 
La conclusión arribada por la Comisión no deja de ser cierta, no obstante, resulta 

evidente la motivación jurídicamente insuficiente esbozada por la instancia. El 

fundamento que justifica la decisión de la comisión reside en el artículo 16 de la Ley 

29973, el cual en efecto establece en las municipalidades la potestad para sancionar 

la inobservancia del compendio normativo que regula adecuación y acceso 

arquitectónico y urbanístico para las personas con discapacidad respecto a las 

edificaciones de los establecimientos privados ubicados en su jurisdicción. Y al 
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CONADIS, la potestad fiscalizadora de la misma normativa, debiendo informar al 

municipio jurisdiccionalmente competente la comitiva de la inobservancia a la 

mencionada. Siendo así, vale cuestionar ¿Resultaría contradictorio arribar a que 

CONADIS ostenta la competencia a fin de tomar conocimiento de la presente y 

presunta infracción, del establecimiento privado, con su correspondiente sanción? 

 
La interrogante será respondida en el siguiente apartado del presente, pues es 

merecedora de un análisis conjunto a la también insuficiente motivación jurídica del 

Tribunal de INDECOPI. Por ahora, es pertinente indicar que, de la denuncia no 

aparece una afectación concreta a un consumidor determinado, aspecto a considerar 

para la determinación de la competencia. Debe recordarse la participación restringida 

del INDECOPI ante afectaciones concretas que resulten de los servicios que 

despliegan los agentes económicos, ello en reconocimiento de los controles 

preventivos sectoriales a cargo de organismos supervisores, integrantes del Sistema 

Nacional Integrado de Protección al Consumidor (véase el Título VII del Código), 

dentro del cual se comprende, en mérito al artículo 133 del mismo cuerpo legal, al 

CONADIS como medio de protección al consumidor. Lo anteriormente mencionado 

cobra importancia en cuanto a que, si bien del artículo 2.d del Decreto Legislativo N° 

1033 se desprende que es en INDECOPI donde descansa la función de proteger los 

derechos de los consumidores debiendo vigilar que la información que se les brinda 

sea la apropiada, reafirmando la idoneidad de los servicios y bienes evitando cualquier 

acción discriminatoria que pueda en las relaciones de consumo; debe observarse 

también, el artículo 30 del mismo cuerpo legal, el cual establece que las comisiones 

tienen competencia exclusiva y primaria en materia de protección al consumidor, salvo 

que por ley expresa se haya dispuesto lo contrario. Lo expuesto es concordante con 

el artículo 105° del Código el cual establece que la competencia nacional y primaria 

del INDECOPI sólo podrá ser negada cuando la misma se asigne o haya sido 

asignada, en pro de algún organismo diferente, expresamente por norma con rango 

de legal. 
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SOBRE LA RESOLUCIÓN N° 2306-2018/SPC-INDECOPI 
 

 

Con fecha 05 de setiembre de 2018, la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor confirma la Resolución Final N° 0055-2018/INDECOPI-LAM, emitida por 

la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque, la misma que 

declaró Improcedente la denuncia interpuesta por la DF contra TP S.A., por la 

presunta infracción del Código, fundamentando que la competencia para conocer la 

infracción denunciada, relacionada a la falta de adecuación de la infraestructura del 

establecimiento a las normas de accesibilidad para personas con discapacidad, 

corresponde al CONADIS. 

Tal como se ha esclarecido en el apartado anterior, el problema jurídico del 

presente caso versa en torno a la determinación de la competencia para tomar 

conocimiento y sancionar la presunta infracción denunciada. Así, la Sala trae a 

colación el entonces artículo 16.2 de la Ley 29973 donde se establecía que Conadis 

solo ejercerá potestad sancionadora en el caso de entidades públicas (véase el 

numeral 23) siendo que, en concordancia con el artículo 16.4 de la referida, para el 

caso de edificaciones privadas CONADIS ejercerá un rol fiscalizador y quien ejercerá 

el rol sancionador será la municipalidad de donde se encuentre el establecimiento 

privado que ha vulnerado la normativa para la accesibilidad de las personas con 

discapacidad (véase el numeral 24). 

Luego, en el siguiente numeral, la Sala asienta que del análisis de la normativa 

especial, la municipalidad es la competente para sancionar, siempre que haya sido 

tipificada como infracción el incumplimiento de las normas, asumiendo el CONADIS 

el rol de órgano de apoyo (“… respecto de una edificación privada recae únicamente 

en la municipalidad la competencia para sancionar esta infracción normativa, 

resultando Conadis, un órgano de apoyo…” – véase el numeral 25) y agrega que de 

lo anterior se desprende que de no contemplar la normativa municipal tal 

incumplimiento en calidad de infracción, entonces, recaerá la potestad sancionadora 

en el Conadis. Dado que la Municipalidad, no contempla dentro del Cuadro Único de 

Infracciones y Sanciones, en adelante CUIS, la infracción denunciada, la Sala 

argumenta que, al presentarse esta omisión por parte de la autoridad local, el Conadis 

resulta ser el órgano con competencia para ejercer la potestad sancionadora. 

Deducción a la que arriba la Sala sin apelar al fundamento jurídico en que se basan 

para justificar la motivación. No obstante, a lo anteriormente mencionado, en el 

numeral 27 se reitera que la entidad competente en el presente caso resulta en 

Conadis, bajo el solo fundamento que el CUIS de la Municipalidad no contempla 

como infracción administrativa al hecho denunciado. 

La conclusión arribada tanto por la Comisión como por la Sala no carece de 

veracidad; sin embargo, considero no por los fundamentos jurídicos correctos, es 

decir, la aplicación de los artículos en los cuales se basaron para resolver la presente 

problemática jurídica no resulta en el artículo 16 (y cualquiera de sus 4 numerales) 

de la Ley 29973, sino, en mérito al artículo 80 del mismo cuerpo legal, el cual regula 

y señala expresamente que la entidad con competencia para tomar conocimiento de 

las infracciones y proceder con la aplicación de sanciones, ante incumplimiento de la 

referida ley, es el Conadis, sin perjuicio de las competencias específicas que 

correspondan a los distintos sectores y niveles de gobierno, lo mencionado, en 
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observancia al Principio de Legalidad dispuesto por el artículo IV del Título Preliminar 

de la Ley 27444. 

En el presente caso, se ha denunciado la supuesta infracción de TP S.A. al 

incumplir con lo establecido en la normativa de accesibilidad universal en las 

edificaciones, Norma A.120, específicamente con lo regulado por su artículo 12.a (al 

momento de la interposición de la denuncia, hoy regulado por el artículo 11.a) pues 

la denunciada contaba con una ventanilla de atención preferencial con una altura de 

1.10 metros cuando lo normado son 80 centímetros como máximo. A consecuencia 

de ello es que, según lo manifestado por la DF, se vulnera el derecho idoneidad, 

regulado por los artículos 18, 19 y 41.2 inciso b) en el servicio brindado por la entidad 

comercial denunciada. Sin embargo, lo que en realidad se estaría vulnerando es el 

artículo 15 de la referida ley, esto es, el Derecho a la accesibilidad; considerando 

además que, Indecopi no interviene cuando la acción es de carácter preventivo y se 

ha establecido previo, a la comisión de la infracción denunciada, la regulación 

sectorial cuya potestad fiscalizadora y sancionadora emana de la norma con rango 

de ley correspondiente. 

Resulta evidente que, del análisis a los hechos mencionados se estaría 

vulnerando el derecho a la accesibilidad en igualdad de condiciones de las personas 

discapacitadas (en silla de ruedas). Al no poder acceder de forma autónoma, segura 

e independiente a los servicios y bienes brindados por la denunciada por cuanto la 

altura de la ventanilla preferencial resulta exagerada para ello, vulnerándose así la 

idoneidad en el servicio. Siendo así, correspondería observar el artículo 80 

correspondiente a la Ley 29973, el cual dispone que la entidad competente para 

tomar conocimiento de cualquier infracción y aplicación de sanciones ante la 

inobservancia de la ley es Conadis. 

Por consiguiente, la competencia para tomar conocimiento y sancionar la 

infracción denunciada resulta en Conadis y no en la Municipalidad. Ello en atención 

a la regulación sectorial que limita la intervención ex ante de Indecopi concordante a 

los artículos 105, 132 y 134 del Código y el artículo 30 del Decreto Legislativo 1033; 

asimismo, al artículo 80 de la Ley 29973 que delega la competencia a Conadis para 

conocer y sancionar las infracciones al referido marco legal y al Principio de Legalidad 

regulado por el artículo IV del Título Preliminar de la Ley 27444 que prescribe que 

cada autoridad administrativa debe desempeñarse dentro de las facultades atribuidas 

por el marco jurídico correspondiente. 

Finalmente, tanto la Comisión como la Sala, si bien arribaron a una conclusión 

acertada se considera que no fue por los artículos que correspondían al caso en 

concreto. Del artículo 16 de la Ley 29973 no se desprende que si la municipalidad no 

contempla como infracción el supuesto denunciado entonces será Conadis la que 

ejercerá la competencia sancionadora, pues este supuesto se refugia en la Ley 

27444, que en su observancia para que las municipalidades puedan aplicar las 

sanciones, éstas deben encontrarse debidamente establecidas en su Cuadro Único 

de Infracciones y Sanciones (CUIS) de la Municipalidad según corresponda a su 

jurisdicción. 
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IV. CONCLUSIONES 

• La cuestión de competencia es el primer filtro que las autoridades 

administrativas deberían verificar. El procedimiento administrativo se origina 

con el planteamiento de una controversia ante una autoridad administrativa, la 

cuál será la encargada de dilucidar el conflicto; siendo así, resulta imperativo 

que quien decida a resolver la legalidad o ilegalidad del acto logre satisfacer 

cabalmente al orden jurídico al que se somete y brinde la respuesta justa que 

la situación planteada solicita. 

 

• Indecopi debe cumplir con la obligación de observar la regulación sectorial. Al 

momento de recibir una denuncia de carácter preventivo, antes de realizar 

cualquier tipo de intervención en el asunto a dilucidar, deberá observar si el 

objetivo de proteger al consumidor ya se estaría cumpliendo por medio de la 

regulación sectorial. Siendo que, si bien la autoridad administrativa cuenta con 

competencia primaria en protección al consumidor, ello no es óbice para 

desconocer la protección mediata a los consumidores, situación que terminaría 

en la vulneración del Principio Non Bis In Idem. 

 

• Las Municipalidades deberán regular las sanciones a fin que puedan aplicarlas. 

Ninguna autoridad administrativa puede saltarse los límites que le son impuestos 

por ley, y el gobierno local no es una excepción a ello, de ahí que de no 

encontrarse el supuesto denunciado como infracción dentro del Cuadro Único 

de Infracciones y Sanciones (CUIS) la Municipalidad no podrá sancionar dicho 

acto. Pues en mérito al Principio de Legalidad el desarrollo de sus funciones y 

potestades debe encontrarse con sujeción y no ser contrario ni fuera de los 

límites del marco normativo. 

 
• En cuanto al presente caso objeto de análisis, la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor mediante Resolución N° 2306-2018/SPC-INDECOPI 

resolvió confirmar la Resolución Final N° 0055-2018/INDECOPI-LAM, emitida 

por la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque. Dejando 

por sentado que, la competencia para conocer la denunciada preventiva en 

materia de falta de adecuación en la infraestructura de los establecimientos, 

en cuanto a la normativa que regula los supuestos para la accesibilidad a las 

personas discapacitadas, corresponde al CONADIS. 

 
• Se comparte la conclusión arribada por la Comisión y la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor, pero no sucede lo mismo con el criterio utilizado por 

las mismas. El Conadis resulta siendo la autoridad competente para ejercer la 

potestad sancionadora, no en base a los fundamentos esbozados en los 

considerandos de las resoluciones emitidas, sino en mérito al artículo 80 de la 

Ley 29973, en tanto establece que ante cualquier vulneración a la misma, y 

siendo que en el presente caso se vulneró su artículo 15 (Derecho a la 

accesibilidad - en tanto que no se cumplió con lo normado por la norma a.120) 

Conadis resulta ser la autoridad competente para tomar conocimiento y, de ser 

el caso, sancionar la materia denunciada. 
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